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Proceso

 
Ordinario Laboral

Demandante:


Luis Octavio Hernández Londoño     

Demandado:


Colpensiones

Magistrado Ponente:                Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
            
Juzgado Segundo Laboral del Circuito

Tema: 1. RÉGIMEN DE TRANSICIÓN. 
2. LEY 71 DE 1988.

De conformidad con los certificados de información laboral emitidos por el Ministerio de Defensa Nacional –fl.29-, el Departamento de Antioquia –fl.36-, la Policía Nacional –fl.38- y la Gobernación de Chocó –fl.50-, así como la historia laboral allegada por Colpensiones –fls.8 a 10 del cuaderno de 2ª instancia- el régimen pensional al que se encontraba afiliado el actor antes de que entrara en vigencia el sistema general de pensiones, era el previsto en la Ley 71 de 1988, la cual exige tener cumplidos 60 años de edad en el caso de los hombres y haber hecho aportes entre el sector público y privado correspondientes a 20 años de servicios.

Él cumplió los 60 años de edad el 25 de junio de 1999 y de acuerdo con la información laboral suministrada en los referenciados documentos, hizo aportes en toda su vida laboral correspondientes a 1179 semanas (693 en el sector público y 486 en el sector privado) que equivalen a 22.92 años de servicios; motivo por el que tiene derecho a que se le reconozca la pensión de jubilación por aportes a partir del 1º de junio de 2006, en consideración a que el último aporte al sistema general de pensiones lo efectuó el 31 de mayo de 2006; debiéndosele reconocer en consecuencia 14 mesadas anuales.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, veintiséis de abril de dos mil diecisiete, siendo las tres y quince minutos de la tarde, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte actora en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 22 de septiembre de 2016, así como el grado jurisdiccional de consulta de la misma, dentro del proceso que promueve el señor LUIS OCTAVIO HERNÁNDEZ LONDOÑO en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-002-2015-00570-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor Luis Octavio Hernández Londoño que la justicia laboral declare que es beneficiario del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y que cumple los requisitos establecidos en la Ley 71 de 1988. Con base en ello aspira que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la pensión de vejez a partir del 1º de junio de 2006, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, la indexación de las sumas reconocidas, lo que resulte probado extra y ultra petita, que se descuente la suma que recibió a título de indemnización sustitutiva de la pensión y las costas procesales a su favor.

Refiere que: Nació el 25 de junio de 1939, por lo que a 1º de abril de 1994 contaba con más de 40 años de edad; prestó sus servicios en el sector público y privado, acumulando un total de 21.33 años de servicios; la última cotización al sistema general de pensiones la hizo el 31 de mayo de 2006; ante su desconocimiento, elevó solicitud de reconocimiento de la indemnización sustitutiva de la pensión, siendo reconocida esa prestación mediante la resolución Nº GNR 53854 de 2014, en cuantía única equivalente a la suma de $3.878.687; el 17 de febrero de 2015 solicitó el reconocimiento de la pensión de jubilación por aportes, sin que a la fecha de presentación de la demanda se haya dado respuesta de fondo.
Al contestar la demanda –fls.64 a 70- la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó el contenido del acto administrativo reseñado anteriormente y frente a los demás hechos manifestó que no eran ciertos o que no le constaban. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia del derecho”, “Cobro de lo no debido”, “Improcedencia del reconocimiento de intereses moratorios”, “Prescripción” y “Compensación”.

En sentencia de 22 de septiembre de 2016, la funcionaria de primer grado determinó que el señor Luis Octavio Hernández Londoño cumple con los requisitos previstos en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y en la Ley 71 de 1988 para que se le reconozca la pensión de jubilación por aportes a partir del 1º de junio de 2006, fecha en que ya tenía más de 60 años de edad y había realizado su última cotización al sistema general de pensiones el 31 de mayo de 2006, acreditando un total de 1179 semanas de aportes en toda su vida laboral entre los sectores público y privado.
El monto de la prestación económica para el 1º de junio de 2006 ascendió a la suma de $470.627 que resultó de aplicarle al IBL del promedio de los salarios del tiempo que le hacía falta, el 75% de tasa de reemplazo previsto en la Ley 71 de 1988. Igualmente le reconoció 14 mesadas anuales.
Posteriormente indicó que todas las obligaciones causadas con anterioridad al 17 de febrero de 2012 se encuentran cobijadas por el fenómeno de la prescripción, por lo que el retroactivo pensional causado entre esa calenda y el 31 de agosto de 2016 la suma de $40.914.230; suma a la que ordenó descontarle el valor de la indemnización sustitutiva de la pensión cancelada por Colpensiones.

Finalmente condenó a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar los intereses moratorios previstos en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, a partir del 17 de agosto de 2016 y hasta que se verifique el pago total de la obligación.

Inconforme con la decisión, el señor Luis Octavio Hernández Londoño manifestó que la pensión de jubilación se causó el 1º de junio de 2006, motivo por el que el IBL debe hacerse con base en el promedio de los salarios devengados en los últimos 10 años efectivos de cotización.

Al haber resultado condenada la Administradora Colombiana de Pensiones, se dispuso también el grado jurisdiccional de consulta a su favor.

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:

¿Es beneficiario el señor Luis Octavio Hernández Londoño del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993?

De conformidad con la respuesta al interrogante anterior ¿Hay lugar a acceder a las pretensiones de la demanda?
Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:

1. RÉGIMEN DE TRANSICIÓN 

Según el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 son beneficiarios del régimen de transición quienes hubiesen cumplido 40 o 35 años al momento de entrar a regir la ley 100 de 1993, según se trate de hombres o mujeres, o quienes acrediten más de 15 años de servicios cotizados.

2. LEY 71 DE 1988.

Dispone el artículo 7º de la Ley 71 de 1988, que a partir de la vigencia de dicha ley, “los empleados oficiales y trabajadores que acrediten veinte (20) años de aportes sufragados en cualquier tiempo y acumulados en una o varias de las entidades de previsión social que hagan sus veces, del orden nacional, departamental, municipal, intendencial, comisarial o distrital y en el Instituto de los Seguros Sociales, tendrán derecho a una pensión de jubilación siempre que cumplan sesenta (60) años de edad o más si es varón y cincuenta y cinco (55) años o más si es mujer”.

EL CASO CONCRETO

Según el registro civil de nacimiento expedido por la Notaría Única del Círculo de Santa Bárbara (Antioquia) –fl.21-, el señor Luis Octavio Hernández nació el 25 de junio de 1939, por lo que a 1º de abril de 1994 contaba con 54 años de edad, siendo beneficiario del régimen de transición establecido en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993.
De conformidad con los certificados de información laboral emitidos por el Ministerio de Defensa Nacional –fl.29-, el Departamento de Antioquia –fl.36-, la Policía Nacional –fl.38- y la Gobernación de Chocó –fl.50-, así como la historia laboral allegada por Colpensiones –fls.8 a 10 del cuaderno de 2ª instancia- el régimen pensional al que se encontraba afiliado el actor antes de que entrara en vigencia el sistema general de pensiones, era el previsto en la Ley 71 de 1988, la cual exige tener cumplidos 60 años de edad en el caso de los hombres y haber hecho aportes entre el sector público y privado correspondientes a 20 años de servicios.

Él cumplió los 60 años de edad el 25 de junio de 1999 y de acuerdo con la información laboral suministrada en los referenciados documentos, hizo aportes en toda su vida laboral correspondientes a 1179 semanas (693 en el sector público y 486 en el sector privado) que equivalen a 22.92 años de servicios; motivo por el que tiene derecho a que se le reconozca la pensión de jubilación por aportes a partir del 1º de junio de 2006, en consideración a que el último aporte al sistema general de pensiones lo efectuó el 31 de mayo de 2006; debiéndosele reconocer en consecuencia 14 mesadas anuales.

En cuanto al IBL a calcular, la funcionaria de primera instancia consideró que le era aplicable el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, ya que para el 1º de abril de 1994 al demandante le hacían falta menos de 10 años para cumplir los 60 años de edad, motivo por el que calculó el IBL con base en el promedio de los salarios devengados en el tiempo que le hiciere falta; siendo del caso recordar que esa norma en su inciso 3º expresa que “El ingreso base para liquidar la pensión de vejez de las personas referidas en el inciso anterior que les faltare menos de diez (10) años para adquirir el derecho, será el promedio de lo devengado en el tiempo que les hiciere falta para ello, o el cotizado durante todo el tiempo si éste fuere superior, ….”, lo que indica que para la contabilización de ese periodo se debe tener en cuenta la fecha en que se adquiere el derecho, es decir, cuando se cumplen los requisitos para acceder al derecho, tal y como lo ha explicado la Sala de Casación Laboral en sentencias CSJ SL, 25 sep. 2012, rad. 44023, CSJ SL, 24 abr. 2013, rad. 43663, CSJ SL4585-2014 y CSJ SL12350-2014, ésta última con radicación Nº 44108 y ponencia del Magistrado Rigoberto Echeverri Bueno, así: 

“…en casos en que no hay coincidencia entre el momento de reunión de los requisitos y el retiro del servicio, la fecha de entrada en vigencia del sistema sirve en principio para establecer el período faltante para adquirir el derecho, vale decir, es una simple medida de tiempo, ya que la contabilización de los aportes para liquidar la prestación debe hacerse desde la fecha a partir de la cual se hace efectivo el reconocimiento hacia atrás hasta completar el lapso inicialmente determinado. Dicho en otros términos, es preciso realizar dos operaciones: primero establecer cuántos días, contados desde el 1 de abril de 1994, faltaban al trabajador para reunir los requisitos y, segundo, trasponer luego esa medida o número de días a la fecha del retiro y empezar a contar hacía atrás las sumas devengadas hasta agotar dicho lapso, cuyo promedio actualizado constituiría el IBL para liquidar la pensión.”
Bajo ese criterio, en este caso el IBL debe calcularse en la forma prevista en la norma referenciada anteriormente, pues para el 25 de junio de 1999 cuando el señor Luis Octavio Hernández Londoño cumplió los 60 años de edad, ya tenía los 20 años de servicios de que trata la Ley 71 de 1988, es decir, ya había adquirido el derecho a la pensión, lo que significa que a 1º de abril de 1994 cuando empezó a regir la Ley 100 de 1993 le hacían falta menos de 10 años para cumplir con los requisitos para pensionarse, sin que en nada incida el hecho de que con posterioridad haya hecho algunos aportes al sistema general de pensiones en el sector privado, ya que tal situación lo único que marca es el momento a partir del cual tiene derecho a empezar a disfrutar la pensión, que para el caso es desde el 1º de junio de 2006, esto es, cuando operó la desafiliación del sistema por haber hecho su última cotización un día antes.

Así las cosas, como el Juzgado Segundo Laboral del Circuito hizo la liquidación del IBL con el promedio de los salarios devengados en el tiempo que le hacía falta, se verificará si el mismo se encuentra ajustado a derecho.

Según la siguiente tabla que se pone de presente a los asistentes y que hará parte integrante del acta que se levante con ocasión de esta audiencia, el IBL del promedio de los salarios devengados en el tiempo que le hacía falta arriba a la suma de $618.853, que al aplicarle la tasa de reemplazo del 75%, arroja una mesada pensional del orden de $464.140, la cual resulta ser levemente inferior a la fijada por la a quo que lo fue del orden de $470.627.

Antes de liquidar el retroactivo pensional a que haya lugar, se debe abordar el tema de la prescripción que fue propuesto como excepción de mérito por parte de la Administradora Colombiana de Pensiones, y en ese aspecto se tiene que luego de causar la pensión de jubilación por aportes el 1º de junio de 2006, el demandante solo vino a interrumpir el término de prescripción el 26 de noviembre de 2013 cuando presentó la reclamación administrativa y como presentó la demanda dentro de los tres años siguientes, esto es, el 19 de octubre de 2015 –fl.58- se encuentran prescritas todas las obligaciones causadas antes del 26 de noviembre de 2010 y no con anterioridad al 17 de febrero de 2012 como lo estableció la a quo, sin embargo, como esa decisión no fue objeto de apelación por parte del demandante, la misma se conservará en aplicación del principio de la no reformatio in pejus.

Así las cosas, el retroactivo pensional causado entre el 17 de febrero de 2012 y el 31 de marzo de 2017 asciende a la suma de $45.099.421, como se ve en la siguiente tabla que también hará parte integrante del acta que se levante con ocasión de esta audiencia; suma a la que se le descontará el valor de la indemnización sustitutiva de la pensión que le fue reconocida al demandante y que debidamente indexada asciende a la suma de $4.602.197; autorizándose también a la Administradora Colombiana de Pensiones que descuente el 12% correspondientes a los aportes en salud.
En cuanto a los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, la Sala de Casación Laboral en las sentencias de 31 de marzo de 2009 radicación Nº 33.761, 12 de noviembre de 2009 radicación Nº 35.228 y SL-466 de 17 de julio de 2013 radicación Nº 44.363, ésta última con ponencia del Magistrado Carlos Ernesto Molina Monsalve, señaló que los intereses moratorios contemplados por ese texto legal operan respecto de las pensiones disciplinadas por el Sistema de Seguridad Social en Pensiones consagrado por esa Ley y en aquellas que sean reconocidas con base en el Acuerdo 049 de 1990 que se otorguen en vigencia de la Ley 100 de 1993; sin embargo, como al señor Hernández Londoño se le reconoció la pensión de jubilación por aportes establecida en la Ley 71 de 1988, no hay lugar al reconocimiento de los mismos.
No obstante, tiene derecho a que se le reconozca la indexación de las sumas reconocidas que asciende a $5.025.499 como se ve en la tabla relacionada anteriormente, pues dicha pretensión la solicitó en caso de que no fueran procedentes los intereses moratorios, y en consideración a que es de conocimiento público que el paso del tiempo afecta el valor adquisitivo de la moneda en Colombia.

En el anterior orden de ideas, se modificarán los ordinales cuarto, quinto y sexto de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito.

Costas en esta instancia no se causaron.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. MODIFICAR los ordinales CUARTO, QUINTO y SEXTO de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito, los cuales quedarán así:
“CUARTO. CONDENAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES a reconocer y pagar a favor del señor LUIS OCTAVIO HERNÁNDEZ LONDOÑO la pensión de jubilación por aportes, en cuantía mensual equivalente a la suma de $464.140 y por 14 mesadas anuales a partir del 1º de junio de 2006.

QUINTO. A. CONDENAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES a reconocer y pagar a favor del actor por concepto de retroactivo pensional causado entre el 17 de febrero de 2012 y el 31 de marzo de 2017, la suma de $45.099.421.
B. CONDENAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES a reconocer y pagar a favor del actor, la suma de $5.025.499 por concepto de indexación.
C. AUTORIZAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES a descontar del retroactivo pensional causado, el 12% correspondientes a los aportes en salud.

SEXTO. ORDENAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES a que descuente del retroactivo pensional causado, la suma de $4.602.197 correspondiente a la indemnización sustitutiva de la pensión que le fue reconocida al señor HERNÁNDEZ LONDOÑO, la cual se encuentra debidamente indexada.”.

SEGUNDO. CONFIRMAR en todo lo demás la sentencia proferida el 22 de septiembre de 2016.
Sin costas en esta instancia.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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